El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Temas: 


PETICIÓN / RELIQUIDACIÓN PENSIONAL / 15 DÍAS PARA INFORMAR QUE TRAMITE SE VA A SEGUIR / 4 MESES PARA RESOLVER DE FONDO / REVOCA / CONCEDE - En este caso está acreditado que la señora Calixta Eudocia Pino Mosquera, por medio de apoderado, solicitó a la Gobernación del Chocó que por medio de la Secretaría de Educación, reliquidara       su pensión de jubilación teniendo en cuenta el IBL y todos los     demás factores salariales devengados en el año 2013 y pagar el retroactivo a que hubiere lugar, debidamente indexado ; esta petición fue recibida en la citada Gobernación el 14 de julio de este año .

También, que se ha omitido suministrar una respuesta a esa solicitud, pues el hecho contrario no fue demostrado por tal   entidad, que ni siquiera se pronunció en relación con la acción propuesta. 

De igual manera, esta Sala, mediante auto del 28 de noviembre último, ordenó requerir al Gobernador demandado para que informara cuál había sido el trámite surtido con ocasión a esa solicitud y de haberse adelantado alguno, remitiera copia de esa actuación y de las respuestas suministradas a la accionante, con las constancias de envío. Sin embargo, el término de dos días concedido para ese efecto, también venció en silencio y por tal motivo se deben tener por ciertos los hechos de la demanda, de conformidad con el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991.

5. Surge de lo anterior que la Gobernación del Chocó vulneró         el derecho de petición de la demandante porque no acreditó       que haya actuado conforme a la regla de que trata la última jurisprudencia transcrita, ya que no le informó a la actora,            en el término de los primeros quince días, el estado                     en que se encontraba el trámite ni la fecha en la que sería resuelto. 

En estas condiciones, la Sala considera que, contrario a lo determinado por el juzgado de primera instancia, en este caso sí se incurrió en lesión del derecho fundamental de que se trata y en consecuencia se revocará el fallo impugnado y para proteger tal garantía, se ordenará al Gobernador del Chocó que dentro del término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, informe a la actora el estado en que se encuentra la petición que presentó el 14 de julio de 2017 y la fecha concreta en que se producirá la respuesta de fondo a que haya lugar.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, diciembre quince (15) dos mil diecisiete (2017) 

Acta No. 660 del 15 de diciembre de 2017

Expediente No. 66001-31-10-002-2017-00622-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el apoderado de la señora Calixta Eudocia Pino Mosquera, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia local, el 30 de octubre último, en la acción de tutela que promovió contra la Gobernación del Chocó.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la demandante, los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 La señora Calixta Eudocia Pino Mosquera nació el 20 de julio de 1949 y, por ende, a la fecha cuenta con más de 68 años de edad. 
1.2 Desde el año 1985 empezó a laborar en la Gobernación del Chocó, pero solo hasta el 18 de septiembre de 1987 fue inscrita en carrera administrativa. 
1.3 Mediante Resolución No. 048498 de 2005 le fue reconocida su pensión de jubilación, teniendo en cuenta el salario devengado entre los años 1994 y 2004, un IBL de $447.245 y una tasa de reemplazo del 75%.
1.4 La accionante continuó su vínculo laboral hasta cuando la  Secretaría de Educación Departamental del Chocó, mediante decreto No. 367 de 18 de febrero de 2014, ordenó su retiro y declaró la vacancia definitiva del cargo.
1.5 Para la liquidación de su mesada pensional solo se tuvieron en cuenta los salarios de los últimos diez años, “lo que no guarda congruencia con base en la carrera administrativa que gozo (sic) mi defendida”. Además, se dejaron al margen el IBL y los factores salariales del último año laborado. 
1.6 Debido a lo anterior, el 14 de julio de este año, presentó solicitud ante la Gobernación del Chocó para obtener el reconocimiento y pago de la reliquidación pensional, así como la cancelación del retroactivo a que haya lugar, con su correspondiente indexación.
1.7 Sin embargo, a la fecha y luego de transcurrido el término legal determinado, la entidad accionada no ha resuelto de fondo esa reclamación.
2. Considera lesionados los derechos de petición, la seguridad social, la igualdad y el amparo de la tercera edad. Para su protección, solicita se ordene a la accionada dar respuesta clara, completa y de fondo a la reclamación elevada.

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 17 de octubre último se admitió la demanda y se ordenaron las notificaciones de rigor.
2. La Gobernación del Chocó guardó silencio.
3. Mediante sentencia del 30 de octubre pasado el señor Juez Segundo de Familia resolvió no conceder el amparo invocado.
Para decidir así, estimó que el plazo con que cuenta la entidad para resolver de fondo la solicitud de reliquidación pensional formulada por la demandante, de conformidad con la sentencia de unificación 975 de 2003, es de cuatro meses, y seis para incluir en nómina la eventual prestación reconocida, lapso aquel que aún no ha vencido si se tiene en cuenta que la reclamación se presentó el 14 de julio de este año.
4. Inconforme con ese fallo el apoderado de la actora lo impugnó. Considera que el juzgado de primera instancia interpretó de manera  errónea la jurisprudencia de la Corte Constitucional, pues el término de cuatro meses a que allí se hace referencia, solo aplica para solicitudes relacionadas con las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia, mas no para peticiones de reliquidación pensional.
De igual forma, aduce, ese precedente señala que para las peticiones de servidores o ex servidores públicos que requieran de un término superior a los quince días para resolverlas, la entidad competente deberá informar al peticionario “los motivos y el tiempo que se tomara (sic) en responder”. En este caso, no existe prueba de que la demandante hubiera sido requerida por parte de la accionada.
Solicita se revoque la providencia impugnada y se acceda a sus pretensiones.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si la entidad demandada desconoció el derecho de petición de la actora, por la falta de respuesta a la solicitud que le elevó el 14 de julio de este año.

3. El derecho que se invoca está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. 
La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 expresa  que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

En relación con el derecho de petición para resolver reclamaciones de reconocimiento pensional, la Corte Constitucional ha dicho:

“Con respecto a este derecho, esta Corporación ha establecido que el núcleo esencial del derecho de petición está conformado por cuatro elementos, a saber: (i) la posibilidad de presentar de manera respetuosa solicitudes ante las autoridades, “sin que estas se nieguen a recibirlas o tramitarlas”; (ii) la potestad de obtener una respuesta pronta y oportuna dentro del término legal; (iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de forma clara, precisa y adecuada; y (iv) el derecho a que la respuesta sea puesta en conocimiento del interesado oficiosamente.

  
Así mismo, este Tribunal constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha determinado que las empresas encargadas de garantizar el acceso a la pensión tienen el deber de responder las peticiones de reconocimiento pensional según los siguientes criterios: 


“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional-incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal; 

 “(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.

 
“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.” 

De acuerdo con lo anterior, es claro que cuando se le solicita el reconocimiento de una pensión a la entidad encargada de ello, ésta última tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de          fondo, y seis meses para tomar las medidas que sean necesarias        para empezar a pagar las mesadas pensionales. El desconocimiento de dichos términos según lo establece la jurisprudencia constitucional, acarrea vulneración a los derechos fundamentales de petición, mínimo vital y vida digna, por cual se vuelve procedente el amparo constitucional.”
 
En  sentencia  SU-975  de  2003  esa  misma  Corporación analizó  lo 
relativo al trámite que se debe surtir dentro de los quince días siguientes a la presentación de la solicitud pensional, así se expresó:

“Mediante la interpretación armónica de las disposiciones sobre plazos en materia de peticiones pensionales, la Corte ha venido tutelando el derecho de petición por incumplimiento del deber de informar sobre el trámite de la solicitud pensional dentro de los 15 días hábiles siguientes a su presentación, con independencia del deber de resolver de fondo en el plazo de cuatro meses, así como del deber de adelantar los trámites necesarios tendientes al pago de las mesadas en el plazo de seis meses. En efecto, en sentencia T-422 de 2003, M.P. Rodrigo Escobar Gil, la Corte concedió la utela del derecho de petición con fundamento en la doctrina arriba expuesta: 

“En armonía con la interpretación que la jurisprudencia reciente ha dado a los términos para resolver este tipo de solicitudes, se advierte en este caso que en efecto aparece vulnerado el derecho de petición del señor (...), puesto que al momento de presentar la tutela, si bien no habían transcurrido los cuatro (4) meses establecidos por la jurisprudencia (sentencias T-325 y T-326 de 2003) para resolver de fondo la petición, la entidad accionada estaba en la obligación de hacerle saber al accionante dentro de los quince (15) días siguientes a la radicación de su solicitud, el estado en que se encontraba su petición y señalarle a su vez la fecha en la que resolvería de fondo la solicitud elevada. Así pues, el término preliminar de quince días señalado por la jurisprudencia ya había vencido al momento de presentar la tutela y por ello se entiende conculcado el derecho de petición en su núcleo esencial.”
4. En este caso está acreditado que la señora Calixta Eudocia Pino Mosquera, por medio de apoderado, solicitó a la Gobernación del Chocó que por medio de la Secretaría de Educación, reliquidara       su pensión de jubilación teniendo en cuenta el IBL y todos los     demás factores salariales devengados en el año 2013 y pagar el retroactivo a que hubiere lugar, debidamente indexado
; esta petición fue recibida en la citada Gobernación el 14 de julio de este año
.

También, que se ha omitido suministrar una respuesta a esa solicitud, pues el hecho contrario no fue demostrado por tal   entidad, que ni siquiera se pronunció en relación con la acción propuesta. 

De igual manera, esta Sala, mediante auto del 28 de noviembre último, ordenó requerir al Gobernador demandado para que informara cuál había sido el trámite surtido con ocasión a esa solicitud y de haberse adelantado alguno, remitiera copia de esa actuación y de las respuestas suministradas a la accionante, con las constancias de envío. Sin embargo, el término de dos días concedido para ese efecto, también venció en silencio y por tal motivo se deben tener por ciertos los hechos de la demanda, de conformidad con el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991.
5. Surge de lo anterior que la Gobernación del Chocó vulneró         el derecho de petición de la demandante porque no acreditó       que haya actuado conforme a la regla de que trata la última jurisprudencia transcrita, ya que no le informó a la actora,            en el término de los primeros quince días, el estado                     en que se encontraba el trámite ni la fecha en la que sería resuelto. 
En estas condiciones, la Sala considera que, contrario a lo determinado por el juzgado de primera instancia, en este caso sí se incurrió en lesión del derecho fundamental de que se trata y en consecuencia se revocará el fallo impugnado y para proteger tal garantía, se ordenará al Gobernador del Chocó que dentro del término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, informe a la actora el estado en que se encuentra la petición que presentó el 14 de julio de 2017 y la fecha concreta en que se producirá la respuesta de fondo a que haya lugar. 
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el pasado 30 de octubre, en la acción de tutela instaurada por la señora Calixta Eudocia Pino Mosquera contra la Gobernación del Chocó.

SEGUNDO: CONCEDER la tutela solicitada para proteger el derecho fundamental de petición de que es titular la actora. En consecuencia, se ordena al Dr. Jhoany Carlos Alberto Palacios, Gobernador del Chocó, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, informe a la actora el estado en que se encuentra la petición que presentó el 14 de julio de 2017 y la fecha concreta en que se producirá la respuesta de fondo a que haya lugar. 
TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver Sentencias T-208 de 2012 , T-411 de 2010 y T-173 de 2013 


� Ver Sentencias SU-97 de 2003 , T-081 de 2007 , T-1128 de 2008 y T-41 de 2010 


� Ver Sentencias SU-975 de 20013 y T-208 de 2012 


� Sentencia T-511 de 2014, MP: Dr. Alberto Rojas Ríos


� Folios 9 y 10


� Folio 11
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